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PETICIÓN P-1528-11
ADMISIBILIDAD
IVÁN TELEGUZ
ESTADOS UNIDOS
20 de marzo de 2012
I.
RESUMEN
1. El 2 de noviembre de 2011, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante, la “Comisión Interamericana” o la “CIDH”) recibió una petición presentada por Elizabeth Peiffer y Reprieve (en adelante, “los peticionarios”) en contra de Estados Unidos de América (en adelante, “Estados Unidos” o “el Estado”).  La petición fue presentada a favor de Iván Teleguz (en adelante, “la presunta víctima” o “el señor Teleguz”), que se encuentra privado de libertad en el corredor de la muerte en el estado de Virginia. 

2. Los peticionarios alegan, entre otros, inocencia de la víctima, conductas inapropiadas de los fiscales, injusticia en la revisión por clemencia y leyes restrictivas que regulan la etapa de revisión.  Asimismo, los peticionarios afirman que el señor Teleguz no recibió una defensa efectiva y adecuada, que su derecho al debido proceso no fue respetado y que la presunta víctima fue arrestada, juzgada y condenada a pena de muerte sin haber sido informada sobre su derecho a contactar a funcionarios consulares de Ucrania, conforme a lo establecido por la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares.  A la fecha de aprobación del presente informe, el Estado no ha presentado sus observaciones.
3. Sin prejuzgar sobre el fondo de la denuncia, luego de examinar la posición de los peticionarios y de conformidad con los requisitos establecidos en los artículos 31 a 43 de su Reglamento, la Comisión Interamericana decide declarar que el caso es admisible con el propósito de examinar la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos I (Derecho a la vida, a la libertad, a la seguridad e integridad de la persona), XVIII (Derecho de Justicia), XXIV (Derecho de Petición), XXV (Derecho de protección contra la detención arbitraria) y XXVI (Derecho a proceso regular) de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (en adelante, “la Declaración Americana”).  La CIDH también decide notificar su decisión a las partes e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
II. PROCEDIMIENTO ANTE LA CIDH
4. La CIDH recibió la petición el 2 de noviembre de 2011, y el 21 del mismo mes transmitió las partes pertinentes al Estado, concediéndole un plazo de dos meses para que presente sus observaciones.  El 3 de febrero de 2012 la CIDH reiteró su solicitud al Estado.  A la fecha de aprobación del presente informe, la Comisión Interamericana no ha recibido observación alguna del Estado.
Medidas cautelares
5. El 22 de diciembre de 2011 la CIDH notificó al Estado que se habían otorgado medidas cautelares a favor de la presente víctima, y solicitó la suspensión de la ejecución hasta que se haya pronunciado sobre el fondo de la petición. 

III.
POSICIÓN DE LAS PARTES
A.
Posición de los peticionarios
6. Según la petición, en 2006 el señor Teleguz fue declarado culpable y condenado a pena de muerte por la Corte del Circuito del Condado Rockingham, estado de Virginia, por haber ordenado el asesinato de Stephanie Sipe. Según la información disponible, en 2007 la Corte Suprema de Virgina confirmó la sentencia en apelación directa; y en 2010, la misma Corte rechazó un recurso de hábeas corpus estadual. Los peticionarios señalan que la Corte Distrital de Estados Unidos para el Distrito Occidental de Virigina negó el recurso de hábeas corpus sin que se haya realizado una audiencia y sin proporcionar al señor Teleguz oportunidad alguna para presentar evidencias. 

7. Los peticionarios señalan que el señor Teleguz sólo tiene disponible un recurso de revisión no discrecional y que probablemente será ejecutado en la primavera de 2012. Alegan que existen dos razones por las que la CIDH no debería exigir que la presunta víctima espere hasta que dicha revisión sea considerada antes de examinar su petición. Primero, porque consideran que los procedimientos federales de hábeas corpus en Estados Unidos no garantizan efectivamente el derecho a apelar debido a que las restricciones del sistema procesal y la casi completa deferencia que se otorga a las decisiones de las cortes supuestamente convierten al proceso en ilusorio. Segundo, porque retrasar la consideración de la petición en la práctica constituiría negar cualquier expectativa realista del señor Teleguz para que las supuestas violaciones sean consideradas mientras está vivo.
8. Los peticionarios alegan que el abogado principal de la causa no fue eficiente; que el debido proceso fue violentado; que el sistema de pena de muerte de Estados Unidos no le otorga al señor Teleguz un proceso de revisión significativo y sustantivo; que el Estado ha omitido informar sobre los procedimientos de la inyección letal; y que el derecho a la notificación consular garantizado en la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares fue violentado.

9. En relación con el primer alegato, los peticionarios señalan que el abogado defensor designado por el Estado para el juicio desatendió pruebas favorables importantes y omitió investigar pistas prometedoras
.  Indican que el abogado no impugnó a los testigos clave de la parte acusadora, no contrarrestó razonablemente las pruebas de peligrosidad futura, y no hizo uso de pruebas que ya estaban disponibles para refutar los alegatos de peligrosidad futura.  Según los peticionarios, existe una posibilidad razonable de que, si no fuera por estos errores, el señor Teleguz no hubiera sido condenado a muerte. Los peticionarios también mencionan que no existen pruebas físicas que vinculen al señor Teleguz con el delito y que fue condenado principalmente con base en testimonios que a la fecha han sido retractados, desacreditados, o que fácilmente pudieron haber sido refutados por un abogado competente en el juicio inicial.  Señalan que la ineficiencia del abogado en las etapas del juicio en las que se decide la culpabilidad/inocencia así como la sanción, violentaron los derechos procesales de la víctima establecidos en los artículos I, XVIII y XXVI.
10. Según los peticionarios, los fiscales retuvieron pruebas cruciales que debilitaban su caso y omitieron corregir declaraciones cuya falsedad conocían o debían conocer.  Los fiscales supuestamente habrían inducido al jurado a creer que el señor Teleguz participó de un asesinato previo que nunca tuvo lugar.  Adicionalmente, se alega que para lograr la condena a la pena de muerte se basaron en los supuestos vínculos del señor Teleguz con la mafia rusa, al tiempo que ocultaron información de agencias de policía federales y estaduales que demostraba que el señor Teleguz no estaba involucrado con dicha organización criminal.  Los peticionarios alegan que esta conducta inadecuada resultó en un juicio ilegítimo e injusto, y que violó los derechos del señor Teleguz consagrados en los artículos I, XVIII, XXV y XXVI de la Declaración Americana.
11. Con respecto al derecho a la revisión judicial, los peticionarios alegan que las estrictas restricciones procesales para la presentación de nuevas evidencias hacen que el proceso de revisión sea infructuoso y vuelven extremadamente difícil la corrección de errores cometidos durante el juicio.  Afirman que una revisión judicial que se limita sólo a cuestiones de derecho (en contraste con la revisión de los hechos y el derecho) podría no satisfacer los requisitos de esta garantía.  La revisión judicial en Virginia supuestamente se caracteriza por una rígida revisión de la sentencia durante la apelación directa y una ratificación de las restricciones procesales durante la etapa posterior a la condena.

12. Según los peticionarios, la reciente decisión en el caso Cullen v. Pinholster
 restringe aún más la revisión judicial para aquellos peticionarios que tuvieron una oportunidad previa para presentar un alegato en las cortes estatales.  Afirman que una gran cantidad de pruebas sustanciales del caso ni siquiera fue considerada por el juez federal debido a las restricciones procesales y a la excesiva deferencia a las malas decisiones de las cortes estaduales impuesta por la Ley Antiterrorismo y Pena de Muerte Efectiva (Antiterrorism and Effective Death Penalty Act) y por el precedente del caso Pinholster.  Los peticionarios mencionan al respecto que el juez del recurso federal de hábeas corpus dejó claro que las restricciones que regían su trabajo hacían que su revisión del caso sea “en exceso limitada”
.  Según los peticionarios, una instancia procesal tan restrictiva es completamente contraria a los elevados estándares de debido proceso requeridos en los casos de pena de muerte y constituye una violación de los artículos XVIII, XXVI y XXVII de la Declaración Americana. 
13. Con respecto al método de ejecución, los peticionarios alegan que el Código de Virginia § 53.1-234 se limita a señalar que la ejecución por inyección letal “será permitida de conformidad con los procedimientos desarrollados por el Departamento” y que estos procedimientos son confidenciales y están sujetos a enmiendas arbitrarias.  Así, Estados Unidos permitiría que se ejecute la pena de muerte contra el señor Teleguz a través de una inyección letal sin que exista información oficial respecto de las drogas a utilizar; el procedimiento a seguir; la dosis a aplicar; o las calificaciones, entrenamiento y roles de cada uno de los miembros del equipo de ejecución.  Según alegan los peticionarios, al omitir dar información sobre la manera exacta en la que el señor Teleguz morirá, Estados Unidos está sometiéndolo a una incertidumbre peculiar y terrible, que equivale a someterlo a condiciones de prisión inhumanas y a tratamientos crueles, infames e inusuales.  Los peticionarios concluyen que el hecho de que el señor Teleguz deba acogerse a un castigo de naturaleza desconocida, sin posibilidad de examinarlo o cuestionario, constituye una violación de los artículos XVIII, XXIV, XXV y XXVI de la Declaración Americana.
14. Con respecto a las supuestas violaciones del derecho a la notificación consular establecido en el artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, los peticionarios afirman que el señor Teleguz fue detenido, privado de su libertad, arrestado y condenado a pena de muerte sin haber sido informado sobre su derecho a contactar a funcionarios consulares de Ucrania.  Además, se habría negado al señor Teleguz un derecho establecido en un tratado entre Ucrania y Estados Unidos según el cual se debe notificar de manera inmediata a los funcionarios consulares relevantes.  Según los peticionarios, lo anterior constituye una violación a los derechos del señor Teleguz consagrados en los artículos XVIII y XXVI de la Declaración Americana.
15. Finalmente, los peticionarios afirman que al señor Teleguz se le está negando de hecho su derecho a solicitar clemencia.  Al respecto, afirman que la facultad de otorgar perdones yace en el Gobernador de Virginia, quien previamente fue el Fiscal General que dirigió las acciones del estado destinadas a ejecutarlo.  Por ello, concluyen que esta situación constituye un conflicto de interés inaceptable y niega toda posibilidad de que el señor Teleguz acceda a un proceso de clemencia mínimamente justo o que vaya más allá de las meras formalidades.
B.
Posición del Estado
16. La CIDH no ha recibido información u observaciones del Estado en relación con la petición del señor Teleguz. 

IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A.
Competencia
17. Los peticionarios están facultados a presentar peticiones, en principio, por el artículo 23 del Reglamento de la Comisión Interamericana.  La petición identifica como presunta víctima a un individuo respecto del cual Estados Unidos se ha comprometido a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Declaración Americana.  En relación con el Estado, la Comisión Interamericana nota que Estados Unidos está sujeto a las obligaciones impuestas por la Declaración Americana de conformidad con la Carta de la OEA, el artículo 20 del Estatuto de la Comisión y el artículo 41 de su Reglamento.  Estados Unidos ha sido miembro de la Organización de los Estados Americanos desde el 19 de junio de 1951, cuando depositó el instrumento de ratificación de la Carta de la OEA
. En consecuencia, la Comisión es competente ratione personae para conocer la petición. 

18. Adicionalmente, la Comisión Interamericana es competente ratione loci para examinar la petición, en tanto se alega que las violaciones de los derechos protegidos en la Declaración Americana tuvieron lugar dentro del territorio de Estados Unidos.  La CIDH es competente ratione temporis dado que la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Declaración Americana ya estaba vigente para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados.  Finalmente, la Comisión Interamericana es competente ratione materiae, porque la petición se refiere a posibles violaciones de derechos humanos protegidos en la Declaración Americana.
B. Requisitos de admisibilidad 
1.
Agotamiento de recursos internos 

19. De conformidad con el artículo 31(1) del Reglamento de la Comisión Interamericana, para que sea admisible una petición, deben haberse planteado y agotado  los recursos internos según los principios de derecho internacional reconocidos de manera general.  Este requisito tiene por objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan de la presunta violación del derecho protegido y, de ser apropiado, resuelvan el asunto antes de que sea conocido por un organismo internacional.
20. Según la información disponible, después de que la sentencia de pena de muerte fuera confirmada en apelación directa, la Suprema Corte de Justicia negó un recurso de hábeas corpus estadual y la Corte Distrital de Estados Unidos para el Distrito Occidental de Virginia negó un recurso de hábeas corpus federal.  Los peticionarios señalan que el señor Teleguz sólo tiene disponible una revisión más, cuyo carácter no es discrecional, y que probablemente será ejecutado en la primavera de 2012.  Afirman que no se debe exigir a la presunta víctima esperar hasta que dicha revisión haya sido considerada antes de que la CIDH pueda examinar la petición dado que no existe un derecho efectivo a apelar en el marco de los procedimientos federales de hábeas corpus en Estados Unidos, y que retrasar el examen de la petición de hecho negaría al señor Teleguz toda expectativa real de que las presuntas violaciones sean analizadas mientras aún se encuentra vivo.  
21. El requisito de agotamiento de los recursos internos no significa que las presuntas víctimas estén obligadas a agotar cada recurso que podría estar disponible para ellas.  Al respecto, la Comisión Interamericana ha reiterado que si la presunta víctima planteó la cuestión por alguna de las alternativas válidas y adecuadas según el ordenamiento jurídico interno y el Estado tuvo la oportunidad de remediar la cuestión en su jurisdicción, la finalidad de la norma internacional está cumplida”
.   En el presente caso, el Estado, a través de la apelación directa y los recursos de habeas corpus a nivel estadual y federal, tuvo la oportunidad de tomar conocimiento de las supuestas violaciones a la Declaración Americana. 
22. Por ende, la Comisión Interamericana concluye que los recursos internos han sido presentados y agotados de conformidad con lo establecido en el artículo 31(1) de su Reglamento.
2.
Plazo de de presentación de la denuncia
23. El artículo 32(1) del Reglamento de la Comisión Interamericana establece que para que una petición o comunicación sea aceptada debe haber sido presentada dentro de un plazo de seis meses contados desde la fecha en la cual quienes alegan violaciones de sus derechos fueron notificados de la decisión final.  En el caso en cuestión, el 1º de agosto de 2011 la Corte Distrital de Estados Unidos para el Distrito Occidental de Virginia negó el recurso de hábeas corpus presentado a favor del señor Teleguz.  La CIDH recibió la petición el 2 de noviembre de 2011.  La Comisión concluye, por lo tanto, que la presente petición satisface el requisito del artículo 32(1) de su Reglamento.
3.
Duplicación de procedimientos y res judicata internacionales
24. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por la Comisión Interamericana u otro órgano internacional.  Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en el artículo 33 del Reglamento de la CIDH.
4.
Caracterización de los hechos alegados
25. De conformidad con el artículo 34(2) de su Reglamento, la Comisión debe declarar inadmisible toda petición o caso en el que no se señalen hechos que podrían caracterizar una violación de los derechos a los que hace referencia el artículo 27 de dicho Reglamento, en cuyo caso la petición debe ser rechazada por ser “manifiestamente infundada” o “improcedente” según lo establecido el artículo 34(b) del mismo cuerpo legal.  El criterio utilizado para analizar la admisibilidad de una petición difiere del que se usa para analizar el fondo del caso, puesto que en la etapa de admisibilidad la Comisión Interamericana sólo realiza un análisis prima facie con miras a determinar si la petición se refiere a una aparente o posible violación de un derecho garantizado en la Declaración Americana.  Se trata de un análisis preliminar que no implica un prejuzgamiento ni una opinión preliminar sobre el fondo de la cuestión. 
26. Los peticionarios alegan que el abogado defensor en el juicio hizo caso omiso de pruebas favorables y omitió investigar pistas prometedoras; que los fiscales retuvieron pruebas cruciales que debilitaban su caso y omitieron corregir declaraciones cuya falsedad conocían o debían conocer; y que limitaciones procesales estrictas para la consideración de nuevas evidencias vuelven ilusorio al proceso de revisión, haciendo que sea extremadamente difícil corregir errores cometidos durante el juicio.  Alegan además que el procedimiento para aplicar la inyección letal en el Estado de Virginia es confidencial y está sujeto a enmiendas arbitrarias. Los peticionarios también señalan que el señor Teleguz fue detenido, juzgado y condenado a pena de muerte sin haber sido informado sobre su derecho a la notificación consular establecido en el artículo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares. 
27. Debido al escrutinio más estricto que la Comisión Interamericana ha aplicado en casos de pena de muerte
, la CIDH observa que, de ser probadas, las alegaciones del peticionario podrían llegar a caracterizar violaciones de los artículos I, XVIII, XXIV, XXV (en relación con las alegaciones de trato inhumano respecto del método de ejecución) y XXVI de la Declaración Americana. La CIDH reitera que tiene una obligación mayor de garantizar que cualquier privación de la vida ocasionada a través de la pena de muerte se realice en cumplimiento estricto de los instrumentos interamericanos de derechos humanos, incluida la Declaración Americana
.
28. Con respecto a la supuesta violación del artículo XXVII (Derecho al Asilo) de la Declaración Americana, la Comisión Interamericana observa que los peticionarios no han ofrecido argumentos relativos a la violación de esta disposición.  Por ello, la CIDH no puede declarar admisible este alegato.
29. En conclusión, la CIDH decide que la petición no es manifiestamente infundada ni improcedente y declara que, prima facie, los peticionarios han cumplido con los requisitos establecidos en el artículo 34 del Reglamento de la Comisión. 

V.
CONCLUSIONES

30. La Comisión Interamericana concluye que es competente para tomar conocimiento del presente caso y que la petición es admisible bajo los artículos 31 a 34 de su Reglamento. Con base en los argumentos de hecho y de derecho establecidos anteriormente y sin prejuzgar sobre el fondo de la denuncia, 

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 

DECIDE:

1.
Declarar admisible la presente petición con respecto a los artículos I, XVIII, XXIV, XXV y XXVI de la Declaración Americana.
2.
Declarar inadmisible la presente petición con respecto al artículo XXVII de la Declaración Americana;

3.
Notificar a las partes de la presente petición;
4.
Proceder con el análisis del fondo del caso; y
5. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 20 días del mes de marzo de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primer Vicepresidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión.
� La Comisionada Dinah Shelton, de nacionalidad estadounidense, no participó en las deliberaciones ni en la decisión del presente caso, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17(2) del Reglamento de la Comisión. 


� Según la información disponible, el abogado defensor fue designado por el Estado (Ivan Teleguz v Loretta K. Kelly (Solicitud enmendada para el Recurso de Hábeas Corpus) Caso No. 7:10-cv-00254, parr. 5).


� Cullen v. Pinholster 131 S. Ct. 1388 (2011).


� Ivan Teleguz v. Loretta Kelly 2011 U.S. Dist. Lexis 83884 (W.D. Va., Aug. 1, 2011) párr. 103.


� Véase también, Corte IDH, Interpretación de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre en el Marco del artículo 64 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, OC-10.89, párr. 45 (14 de julio de  1989). 


� CIDH, Informe Nº 70/04, Petición 667/01, Admisibilidad, Jesús Manuel Naranjo Cárdenas y otros. Jubilados de la Empresa de Aviación Venezolana – VIASA. 15 de Octubre de 2004, párr. 52.


� Según la jurisprudencia constante de la CIDH, ésta revisará y decidirá los casos de pena capital con un nivel de escrutinio más elevado, para garantizar que cualquier privación de la vida perpetrada por un Estado miembro de la OEA para hacer efectiva una condena de muerte de estricto cumplimiento a los requisitos establecidos en los instrumentos de derechos humanos aplicables.  Ver CIDH Informe No. 117/11, Petición 12.341, Admisibilidad, James Wilson Chambers, Estados Unidos, 22 de julio de 2011, párr. 25; CIDH, Informe No. 116/11, Petición 12.333, Admisibilidad, Miguel Angel Flores, Estados Unidos, 22 de julio de 2011, párr. 24; CIDH, Informe No. 115/11, Petición 11.829, Admisibilidad, Pedro Luis Medina, Estados Unidos, 22 de julio de 2011, párr. 31; CIDH Informe No. 60/11, Peticiones P-11.575 y otras, Admisibilidad, Clarence Allen Lackey, United States, 24 de marzo de 2011, párr. 158; y CIDH Informe No 61/03, Petición 4446-02, Admisibilidad, Roberto Moreno Ramos, Estados Unidos, 10 de octubre de 2003, párr. 66.


� CIDH, Informe No. 1/05, Caso 12,430, Fondo, Roberto Moreno Ramos, Estados Unidos, 28 de enero de 2005, párr. 43.
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